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Resumen:

El presente artículo aborda el ejercicio de la antropología en el marco de pericias, invocadas 
como medios de prueba en procesos jurídicos referidos a los derechos territoriales de los pueblos 
indígenas, reflexionando en particular sobre los retos conceptuales implicados en dicho ejerci-
cio. Para ello, primero, se presentan algunos elementos del contexto en el cual, en Argentina, se 
solicita el desempeño como antropólogos/as, cuando se disputan aquellos derechos. En segundo 
lugar, despliega los desarrollos conceptuales en torno al territorio, en tanto materia involucrada, 
revisitando algunas contribuciones de las ciencias sociales. Tercero, desarrolla una operativiza-
ción posible y difundida de este concepto, en tanto apuesta teórico-metodológica particular de 
las propias pericias antropológicas. El abordaje se basa en la propia experiencia de desempeño 
como perita antropóloga de la autora y recupera otras pericias producidas por antropólogos/as 
de la academia local en el marco de distintas causas judiciales en las que se disputan los derechos 
territoriales de los pueblos indígenas.
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Anthropological Expertise and 
Indigenous Territorial Rights 
in Argentina: Reflections on 
Conceptual Challenges

Abstract:

This article addresses the exercise of anthropology in the context of informed opinions as means 
of proof in legal processes related to territorial rights of indigenous peoples, analyzing in particu-
lar the conceptual challenges involved in that exercise. In order to do this, first, it presents some 
elements of the context in which, in Argentina, performance as anthropologists is requested when 
those rights are disputed. Secondly, it unfolds the conceptual developments on territory, revisiting 
some contributions from the social sciences. Third, it develops a possible and widespread ope-
rationalization of this concept, as a particular theoretical-methodological bet of the anthropolo-
gical expertise itself. The approach is based on our own experience as an anthropologist expert 
and recovers other informed opinions produced by anthropologists from the local academy in 
the context of different judicial cases in which territorial rights of indigenous people are disputed.

Keywords: Territory; Land Rights; Indigenous Peoples; Anthropological Expertise; Argentina.
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Perícias antropológicas e 
direitos territoriais indígenas 
na Argentina: reflexões sobre 
desafios conceituais

Resumo:

Este artigo visa o exercício da antropologia no âmbito da perícia como forma de prova em pro-
cessos judiciais relativos aos direitos territoriais dos povos indígenas, refletindo em particular 
sobre os desafios conceituais envolvidos nesse exercício. Para tal fim, em primeiro lugar, apresen-
ta alguns elementos do contexto em que, na Argentina é solicitada a atuação dos antropólogos 
quando esses direitos são disputados. Em segundo lugar exprime os desdobramentos conceituais 
em torno do território, enquanto matéria envolvida, revisitando algumas contribuições das ciên-
cias sociais. Em terceiro lugar, desenvolve uma operacionalização possível e generalizada desse 
conceito, como uma aposta teórico-metodológica particular das próprias perícias antropológicas. 
A abordagem é baseada na própria experiência como antropóloga perita e recupera outras perí-
cias produzidas por antropólogos da academia local no âmbito de diferentes casos judiciais em 
que são disputados os direitos territoriais dos povos indígenas.

Palavras chave: território; direito à terra; povos indígenas; perícia antropológica; Argentina.
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los retos conceptuales
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PRESENTACIÓN

El presente artículo1 aborda una forma posible de ejercer la antropología en el marco de 

pericias como medios de prueba para mostrar la diferencia, la diversidad, la desigualdad en 

procesos jurídicos, de modo de proveer al sistema de justicia de elementos sobre la relevancia 

de dicha diferencia, diversidad, desigualdad para el conocimiento de un caso específico o 

de un hecho en su contexto, y de manera de incidir en procesos de demanda y acceso a la 

justicia (Escalante Betancourt 2018; Hernández Castillo 2018; Kalinsky 2002; Loperena, 

Hernández Castillo & Mora 2018; Saavedra Hernández 2018; Saavedra Hernández & Lué-

vano Bustamante 2022; Sánchez Botero 2010; Valladares de la Cruz 2012). En particular, mi 

reflexión es sobre los retos conceptuales encerrados en ese ejercicio, en un área que, definida 

en diálogo con una perspectiva antropológica sobre los derechos involucrados, refiere a los 

derechos territoriales de los pueblos indígenas. Si, como campo profesional para el desem-

peño de la disciplina,2 está ligado a la disputa de derechos en el marco de la administración 

de conflictos, los que involucran a la tierra y el territorio se encuentran en el inicio de gran 

parte de las pericias antropológicas elaboradas en Argentina.

El abordaje se basa, en primer lugar, en mi experiencia de desempeño como perita an-

tropóloga en una causa iniciada a fines de la década de 2000, en la que una organización 

mapuche, en representación de varias comunidades, litigó contra el Estado de una de las pro-

1	 Una versión preliminar de este texto fue presentada como trabajo final para la aprobación del Diplomado Pe-
ritaje en Ciencias Antropológicas (XVI Promoción) del Instituto Nacional de Antropología e Historia (México, 
noviembre de 2022).

2	 En Argentina, la antropología es una profesión no reglamentada, es decir que su práctica no está regulada de 
manera legal.
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vincias de Argentina, por las omisiones de: disponer el reconocimiento definitivo del territorio 

que las comunidades tradicionalmente ocupan; investigar la existencia de irregularidades 

dominiales que pudieran representar despojos del territorio tradicionalmente ocupado por 

las comunidades; otorgarles otras tierras aptas y suficientes, en caso de crecimiento demográ-

fico y/o transformaciones ecológicas; desalojar en forma preventiva a intrusos u ocupantes 

irregulares asentados en territorio tradicionalmente ocupado por las comunidades. El objeto 

de la demanda en lo contencioso-administrativo fue establecer la responsabilidad estatal 

por las mencionadas omisiones, ordenando su inmediata reparación y declarando la nulidad 

absoluta e insanable de los actos administrativos otorgados en pos del despojo de las tierras 

tradicionalmente ocupadas por las comunidades indígenas (Kosovsky 2015). Pero, además de 

considerar los informes periciales elaborados en el marco de dicho desempeño,3 este artículo 

recupera, en su aproximación, otros producidos por antropólogas/os de la academia local, 

en el marco de distintas causas judiciales en las que se disputan aquellos derechos.4

En Argentina, el desarrollo de la pericia antropológica como práctica profesional es rela-

tivamente reciente. A mediados de los años 1990, eran pocas las intervenciones de este tipo; 

la práctica pericial era reclamada como un dominio propio de otras disciplinas científicas 

(Gorosito Kramer 1995). Según la sistematización realizada por esta autora, esas interven-

ciones estaban mayormente dirigidas a la redefinición de la situación delictiva de personas 

indígenas presuntamente culpables en causas penales a partir de considerar la intervención de 

un contexto cultural específico en sus actos, a la fundamentación de derechos de propiedad 

de la tierra por parte de comunidades indígenas y a la determinación de la identidad de los 

restos de víctimas del terrorismo de Estado. 

Si bien no contamos con una sistematización más reciente de la experiencia acumulada 

desde entonces,5 es evidente que el escenario ha cambiado, en un doble sentido. Primero, 

se trata de una práctica cada vez más generalizada que, de a poco, va asumiendo mayor 

3	 Los informes periciales fueron dos, producidos, junto a un colega antropólogo, en 2015 y en 2018. Si bien me 
restringiré a los laudos antropológicos elaborados en relación con la administración judicial de los conflictos 
(pericias), algunas de las consideraciones aquí vertidas también aplican para aquéllos producidos en el marco de 
otras formas de administración institucional de los conflictos, en las que se involucran procesos administrativos 
(informes técnicos). En este sentido, me baso también en mi desempeño como profesional integrante de equipos 
que han producido: informes histórico-antropológicos, a ser presentados por comunidades mapuche de la misma 
provincia ante distintos organismos públicos, en contextos de disputa territorial (Kropff et al. 2021); el estudio 
de impacto cultural de un emprendimiento – un parque eólico– sobre otra comunidad, como parte de un proceso 
de consulta por ella demandado (Kropff et al. 2019); y el informe de gestión de una comisión investigadora actu-
ante en el ámbito de la legislatura de la provincia de Río Negro, para la investigación de transferencias irregulares 
de tierras rurales (Cañuqueo et al. 2015).

4	 Algunas de estas pericias se encuentran disponibles en repositorios públicos. Otras me han sido generosamente 
cedidas para su consulta. En este sentido, quiero agradecer a Carolina Crespo, Juan Engelman, Ana Carolina 
Hecht, Carlos Salamanca, Hernán Schiaffini, Andrea Szulc y Sebastián Valverde.

5	 Sí hay textos de antropólogos/as argentinos/as que reflexionan sobre los dilemas epistemológicos, metodológicos, 
éticos y/o políticos enfrentados a la hora de realizar la labor como peritos/as ante distintas instancias de justicia, 
en Argentina y ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (Briones 2018; Carrasco 2015; Kalinsky 
2002; Manzano 2020; Naharro, Álvarez & Flores Klarik 2018; Selva & Turner 2020; Tiscornia 2008); también 
como testigos de contexto (Garaño 2018) y como amicus curiae (Carman, Lekerman & Yacovino 2021).
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institucionalización.6 Segundo, aun cuando algunas circunstancias por las que nos pueden 

convocar para intervenir son más frecuentes o tienen mayor visibilidad que otras, los espacios 

posibles de trabajo para los/as antropólogos/as, en relación con la administración judicial de 

los conflictos, se han multiplicado.7

Si bien, con el tiempo, la interlocución entre la antropología y el derecho se ha extendido 

a distintas áreas de especialización, la identificación de identidades indígenas y la defini-

ción, y delimitación, de sus territorios siguen siendo uno de los grandes ejes temáticos de 

las pericias antropológicas, impulsadas en gran medida por las propias demandas de las 

comunidades y organizaciones indígenas, como parte de sus procesos de lucha. Es así como, 

en términos generales –pero en particular en lo que tiene que ver con la intervención en 

conflictos territoriales de los pueblos indígenas–, el desarrollo de la pericia antropológica 

(en sus inicios y en su actualidad) encuentra sus condiciones de posibilidad en el reconoci-

miento del carácter multiétnico y pluricultural de Argentina, en particular, y de los países 

latinoamericanos, en general, mediante reformas constitucionales y legales sancionadas en 

las últimas tres décadas, que han llevado a la consagración de derechos colectivos para los 

pueblos indígenas (Geldres González 2016).8

Con esto, desde los años ochenta del s. XX, asistimos a un proceso de judicialización 

de la política, entendido en un sentido amplio: el derecho se ha convertido en uno de los 

lenguajes más utilizados para traducir luchas políticas (un lenguaje que, por otra parte, se 

ha transnacionalizado); las demandas sociales se han concentrado en la reivindicación de 

una nueva normatividad o en la defensa de los derechos ya existentes pero vulnerados; ade-

más, las respuestas de los Estados se procesan igualmente en la reforma legal (Sieder et al. 

2011) –cuando no, en la criminalización de la protesta social, a través del inicio de deman-

das judiciales, entre otros mecanismos–.9 En el marco de este mismo proceso de difusión 

6	 Podemos mencionar, en este sentido, la reciente creación del Programa Nacional de Ciencia y Justicia del Con-
sejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), dirigido a fortalecer los vínculos entre la 
comunidad científica y los poderes judiciales, ministerios públicos y defensores, de modo de acercar las ciencias a 
la administración de justicia (aportar a la toma de decisiones en distintos casos judiciales, garantizar el acceso a 
la justicia y un enfoque de Derechos Humanos en las políticas del sector) (véase https://www.conicet.gov.ar/pro-
gramas/ciencia-y-justicia/). También puede mencionarse la igualmente reciente apertura de la Especialización en 
Peritajes Antropológicos en la Universidad Nacional de Río Negro, destinada a la formación de antropólogos/as 
en la práctica pericial (véase https://www.unrn.edu.ar/carreras/Especializacion-en-Peritajes-Antropologicos-83).

7	 Las áreas de intervención, definidas no tanto en relación con los campos del derecho (penal, civil, laboral, fami-
liar) sino en diálogo con una perspectiva antropológica sobre los derechos involucrados en las distintas produc-
ciones (pericias, informes, estudios de impacto), en el marco de procesos judiciales y/o administrativos, son de lo 
más variadas: territorio, ambiente, trata de personas, niñez, salud, religión, violencia institucional, movimientos 
sociales, restos humanos, asilo y refugio, y patrimonio.

8	 En Argentina, dicho reconocimiento constitucional data de 1994. No obstante, no resultó en modificaciones en 
reglamentaciones relativas a la procuración y administración de justicia, como sí sucedió, por ejemplo, en Méxi-
co con las reformas al Código Federal de Procedimientos Penales en 1991 (Valladares de la Cruz 2012).

9	 Este proceso de uso del derecho, de presentación de las demandas en el lenguaje legal, es también denominado juridifi-
cación de la política en general, y de la política indígena, en particular, cuando trasciende la judicialización en las cortes 
nacionales en procura de mayor reconocimiento; y comprende la formulación y reformulación de órdenes, legales y 
políticos alternativos, en el marco de la movilización política (Hernández Castillo 2016; Kirsch 2012; Sieder 2020).

https://www.conicet.gov.ar/programas/ciencia-y-justicia/
https://www.conicet.gov.ar/programas/ciencia-y-justicia/
https://www.unrn.edu.ar/carreras/Especializacion-en-Peritajes-Antropologicos-83
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y vernacularización (apropiación, redefinición, interpretación, localización) del derecho 

estatal e internacional y de transformación concomitante de subjetividades (Sieder 2020), 

la antropología encuentra un papel relevante en el activismo legal, en el acompañamiento y 

fortalecimiento de las demandas de los sujetos sociales con los que desarrollo su práctica.

Entonces, con el objeto apuntado en un inicio, el artículo está organizado de la siguiente 

manera. Primero, y en tanto el conflicto y su administración asumen un papel central en 

la concepción del peritaje como ejercicio profesional, presento algunos otros elementos de 

contexto, en el marco en el que se solicita el desempeño como antropólogos/as cuando se 

disputan derechos territoriales de los pueblos indígenas: el proceso de judicialización de los 

hechos. En segundo lugar, despliego los desarrollos conceptuales en torno al territorio, en 

tanto materia involucrada, revisitando algunas contribuciones de las ciencias sociales. Ter-

cero, desarrollo una operativización posible (y difundida) de este concepto, en tanto apuesta 

teórico-metodológica en el marco de la realización de pericias antropológicas. Por último, 

presento algunas reflexiones conclusivas.

ELEMENTOS DE CONTEXTO: LOS CONFLICTOS Y SU JUDICIALIZACIÓN

Como señalaba en la presentación, desde mediados de la década de 1980, se desplegaron 

en Argentina políticas de reconocimiento estatal de los pueblos indígenas, que comprendie-

ron, de manera progresiva, una serie de derechos diferenciales derivados del recorte de su 

condición específica como sujetos colectivos. La Constitución Nacional, en su Artículo 75, 

inciso 17, reconoce la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos; 

garantiza el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; re-

conoce la personería jurídica de sus comunidades y la posesión, y propiedad, comunitarias 

de las tierras que tradicionalmente ocupan, y regula la entrega de otras, aptas y suficientes 

para el desarrollo humano (ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de 

gravámenes o embargos); y asegura su participación en la gestión referida a sus recursos na-

turales y a los demás intereses que los afecten. Asimismo, el citado Artículo 75, en su inciso 

22, otorga idéntica jerarquía supralegal a tratados y convenciones internacionales tendientes 

a la protección de derechos humanos en general, los que contemplan, con mayor o menor 

desarrollo, derechos de los pueblos indígenas; y a otros instrumentos internacionales espe-

cialmente dedicados a la temática.

Se trata, en breve, de formas del multiculturalismo neoliberal (Hale 2002) –o, lo que es 

lo mismo, de la producción de sujetos específicos como forma neoliberal de administración 

de las diferencias al interior de los espacios nacionales– que se vinculan de manera directa 

con el cambio que se hace visible, hacia fines de los 1970s y principios de los 1980s, en la 

modalidad general asumida por la acumulación del capital en su unidad mundial y en las 



VIBRANT | 22.2025 20Valeria Iñigo Carrera

formas nacionales que dicha unidad asume.10 En Argentina, ese reconocimiento ha sido en el 

marco del desarrollo de una economía nacional que –más allá de sus fases expansivas o bien 

de su estancamiento y contracción– refuerza su rol histórico en la división internacional del 

trabajo como proveedora de materias primas para el mercado mundial, sobre la base de la 

existencia de condiciones naturales excepcionales para tal producción. Es así cómo, si bien 

fueron sancionadas dos leyes cuya importancia parecía crucial para garantizar la protección 

de los derechos territoriales de los pueblos indígenas (N° 26.160, en 2006, de Emergencia en 

materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades 

indígenas; y N° 26.331, en 2007, de Presupuestos mínimos de protección ambiental de los 

bosques nativos), la conflictividad, lejos de apaciguarse, se recrea de manera sistemática –y se 

intensifica con el avance de políticas de seguridad de carácter represivo–, al solaparse, sobre 

los territorios indígenas, las tierras en las que se producen las materias primas.

Los pueblos indígenas se encuentran en una situación precaria en términos jurídicos frente 

al avance de las fronteras productivas hacia los territorios ocupados de manera tradicional y 

considerados, hasta entonces, marginales; ya sea porque son reconocidos sólo como ocupantes 

precarios de la tierra, no accediendo a su titularización, o porque los derechos reconocidos 

por el marco jurídico nacional e incluso local son incumplidos. Es así como la búsqueda 

sistemática de los capitales nacionales y transnacionales por modificar las tierras a usos 

agrícolas, ganaderos, mineros, hidrocarburíferos, forestales, turísticos, energéticos, apoyados 

en arreglos institucionales y legales que dan garantías a esas industrias, resulta en la pérdida 

o reducción de tierras –y consecuente expulsión de las comunidades indígenas– por medios 

legales (a pesar de que la mencionada Ley N° 26.160 y sus sucesivas prórrogas suspendían, 

por el plazo de la emergencia declarada, la ejecución de sentencias, actos procesales o admi-

nistrativos que tengan por objeto el desalojo o desocupación de las tierras a las que refiere) e 

incluso ilegales (violencia física directa). Emergen, ante esto, múltiples resistencias, cotidianas 

y extraordinarias, por parte de esas comunidades y de las organizaciones indígenas. Unas y 

otras despliegan una estrategia múltiple, en la que la acción política directa –bajo la forma 

de movilizaciones, recuperaciones territoriales, campañas de difusión– es acompañada por 

10	 De acuerdo con Juan Iñigo Carrera (2019), desde mediados del siglo XIX hasta entonces, el papel histórico del capi-
talismo fue crear una sociedad de individuos con capacidades y necesidades universales. La tendencia era a la relativa 
indiferenciación en las condiciones de reproducción y aplicación productiva de su fuerza de trabajo, en particular, 
al interior de cada espacio nacional, resultando en su abaratamiento para el conjunto de los capitales. Es a partir 
de mediados de los 1980s que, con la transformación en la materialidad del trabajo, el capital requiere dos tipos de 
obreros, diferenciados en cuanto al desarrollo de sus atributos productivos: unos que realicen un trabajo cada vez 
más complejo y otros que hagan un trabajo cada vez más simplificado –convirtiendo, por otra parte, en sobrante 
para sus necesidades a otra porción de la clase obrera–. Esta diferenciación toma forma en la denominada nueva 
división internacional del trabajo, en la que por un lado se recortan países especializados en el trabajo complejo y por 
otro lado lo hacen países especializados en el trabajo simple. Como resultado de la diferenciación entre las distintas 
naciones y al interior de cada ámbito nacional, los individuos se ven a sí mismos como portadores de identidades 
particulares, ajenas recíprocamente, opuestas a la genérica de clase, resquebrajándose la posibilidad de la solidaridad 
entre los obreros. Es esta fragmentación en subjetividades específicas la que se expresa en el multiculturalismo, deli-
neado por la mediación de la acción directa del Estado neoliberal en tanto representante político del capital.
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el reclamo administrativo y por la acción legal anclada en los estándares internacionales de 

derechos (humanos en general e indígenas en particular) reconocidos por Argentina. 

No es ajena a la constitución de este contexto en materia central de la agenda política la 

aparición de voces que se expresan en defensa de la propiedad privada capitalista.11 A la par 

de presentar a esta última como la forma jurídica natural en que se detentaría la propiedad 

sobre la tierra, muestran a quienes la pondrían bajo amenaza a través de la lente del estigma, 

en particular, a través de la producción de discursos en los medios masivos de comunica-

ción (Musante 2021). Con ella, los derechos de los pueblos indígenas son objeto de disputa. 

Pero no en el sentido de búsqueda de su efectivo cumplimiento, o de su ampliación, sino de 

un despliegue de las ansias por frenar o dar marcha atrás a su cumplimiento. La disputa se 

funda en el cuestionamiento de la legitimidad de quienes demandan la implementación de 

esos derechos reconocidos, en el reclamo de muestras de autenticidad que sustenten identi-

ficaciones y, sobre su base, demandas. Sólo encarnando las formas legítimas de lo indígena, 

consistentes en una sumatoria de prácticas y saberes, se tendría derecho a un territorio, uno 

con límites claramente definidos e identificables, ocupado de manera continuada, sin inte-

rrupciones (Guiñazú et al. 2019). En suma, la autenticidad estaría fundada en el recorte, de 

grupos y territorios discretos, cargado de naturalización y esencialismo.

Tal definición de autenticidad no hace sino controvertir criterios traducidos en derechos ya 

reconocidos a los pueblos indígenas. No sólo el de la autoidentificación, sino también aquellos 

que definen un territorio. Se trata, en este último caso, de criterios que dan cuenta de la especial 

relación que esos pueblos tienen con el espacio que ocupan.12 Así, el vínculo es caracterizado 

como “tradicional”. La noción de “ocupación tradicional” de tierras y territorios está incluida en 

el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas 

y Tribales en Países Independientes (1989), y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos de los Pueblos Indígenas (2007). Bajo sus términos, es una ocupación que, más allá de 

11	 Son claras en este sentido las expresiones vertidas en el marco del 1° Foro Consenso Bariloche por una Patagonia 
Sustentable y en Paz (Bariloche, 25 de agosto de 2021), organizado por sociedades rurales, cámaras empresarias, 
asociaciones vecinales y ONGs reunidas en la Mesa de Consenso Bariloche. Esta Mesa, que se presenta como 
un espacio multisectorial creado para visibilizar y difundir la temática del otorgamiento de tierras públicas en 
la ciudad de Bariloche (provincia de Río Negro, Patagonia argentina), se ha expresado en rechazo a la última 
prórroga de la Ley N° 26.160. Al igual que lo reseñado por Alexandra Barbosa da Silva y Patrícia dos Santos Pi-
nheiro (2022) para Brasil, son cada vez más corrientes los cuestionamientos políticos a la implementación de los 
derechos territoriales de los pueblos indígenas; se aboga, así, “por un retroceso en los principios constituciona-
les” (2022:36). El 29 de marzo de 2023, la Cámara de Diputados de la provincia argentina de Mendoza aprobó 
una resolución que declara que “los mapuches no deben ser considerados pueblos originarios argentinos en los 
términos del Artículo 75 Inciso 17 de la Constitución Nacional y los tratados internacionales”. Su trasfondo no 
es otro que el reconocimiento –en el marco de la Ley N° 26.160– por parte del Instituto Nacional de Asuntos 
Indígenas (INAI) del territorio de tres comunidades y su potencial afectación de los intereses petroleros.  (https://
www.pagina12.com.ar/537235-repudio-a-la-campana-antimapuche-del-gobierno-de-mendoza). 

12	 El espacio aparece referido, en los instrumentos internacionales, con varios términos a la vez: “tierra”, “territorio” 
e incluso “recursos”. La pretensión es que, en conjunto, permitan expresar ese vínculo particular en el vocabulario 
jurídico: “De este modo, se unifican términos que individualmente tienen significados diferentes pero que usados 
en común expresan más adecuadamente la protección jurídica a una vinculación de los pueblos indígenas con el 
ambiente en que viven, que no se divide fácilmente en aquellos conceptos separados” (Salgado & Gomiz 2010:189).

https://www.pagina12.com.ar/537235-repudio-a-la-campana-antimapuche-del-gobierno-de-mendoza
https://www.pagina12.com.ar/537235-repudio-a-la-campana-antimapuche-del-gobierno-de-mendoza
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ser reconocida o no, está de acuerdo con el modo de vida (costumbres, tradiciones) propio de los 

pueblos indígenas. Con lo que, ya sea una relación (material y espiritual) interrumpida, intermitente 

u ocasional, o bien no sea efectivamente actual, lo que se procura es que estos pueblos mantengan 

su propia organización social y sus prácticas colectivas para adoptar decisiones comunes –lo que 

implica la posibilidad de modificar las formas y criterios de ocupación- (Salgado & Gomiz 2010). 

Pero aquella definición discute también criterios validados en términos científicos. 

LOS DERROTEROS DE UN CONCEPTO: EL TERRITORIO

Si bien la elaboración de pericias antropológicas es solicitada por instancias distintas a la 

académica, remite a un conjunto de conocimientos y prácticas propios de la mencionada disciplina. 

En otras palabras, trata con un objeto sobre el que existe respaldo teórico y empírico, y cuenta 

con una expresión metodológica, disciplinaria o interdisciplinaria (Sampaio Silva et al. 1994). 

La pericia debe construir argumentos basados en esas prácticas y conocimientos científicos, 

con lo que el/la antropólogo/a debe explicitar cuáles conceptos y métodos utiliza, y por qué; y 

presentar una conclusión coherente con los mismos (Carreira 2005). En este sentido, es preciso 

hacer legible y comprensible el lenguaje antropológico para los/as operadores/as jurídicos/as, 

ya que el conocimiento producido por los/as antropólogos/as puede no ser transparente para 

ellos/as, y su aprehensión demandar la apertura a nuevos parámetros interpretativos (Tiscornia 

2011). Y esta conversión del conocimiento antropológico en argumentos jurídicos requiere una 

revisión y problematización de los conceptos a los que vamos a recurrir. 

El territorio es la materia involucrada en la labor pericial, que abordo en el siguiente 

apartado. Se trata de un concepto que, en los últimos años, se ha generalizado ampliamente 

(Benedetti 2011). Desde los años 1980s, las ciencias sociales (me refiero aquí, en particular, a 

la geografía y la antropología) lo piensan de manera consensuada, ya no desde la tradición de 

estudios geopolíticos clásicos en los términos de jurisdicción, o de terreno, o suelo, sino desde 

otras perspectivas, interesadas por las formas en que las sociedades conciben y modifican el 

espacio en el que viven. Es decir que se ha pasado de las concepciones naturalistas, positivistas 

y absolutas del territorio a las sociales, procesuales y relacionales. Así como el espacio es necesa-

riamente un producto social –antes que una vacuidad, un soporte natural o una materia inerte 

para el desarrollo de la vida social (Benedetti 2011)–,13 el territorio es también un producto, 

necesariamente histórico, de una específica apropiación y/o dominación social del espacio. 

Las líneas desarrolladas dentro de las denominadas concepciones críticas son variadas. 

En Latinoamérica, es Milton Santos quien, ya hacia fines de la década de 1970, pone el én-

13	 Esta concepción se ancla, en gran medida, en los desarrollos de Henri Lefebvre. Dice sobre él Neil Smith que “es el 
proponente más sólido, imaginativo y explícito de la producción del espacio, y hasta donde sé, fue él quien acuñó 
la frase” (Smith, 2020: 129). El consenso en torno a ella se inscribe, además, en el denominado giro espacial, esto 
es, en el redescubrimiento del espacio como categoría a considerar en la explicación de los procesos sociales. Para 
hacer inteligible mi desarrollo posterior, es importante tener en cuenta que no se trata del proceso de producción del 
espacio en abstracto sino bajo el capitalismo, bajo la forma social concreta que asume el proceso de trabajo en él.
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fasis en el proceso de producción del espacio, en el momento en que la sociedad se apropia 

de la naturaleza; proceso que asume un carácter global y, a la vez, localmente diferenciado 

(Zusman 2002). Dice Zusman que, en el desarrollo de Santos, “la visión del espacio como 

una construcción social no pone en duda su carácter material y evidente: el espacio existe, 

él es «la materia trabajada por excelencia»” (Zusman 2002: 210). Es así como, en los 1990s, 

introduce la noción de territorio usado, utilizado por una población dada (Santos 2000). Es 

justamente el uso lo que lo transforma en objeto del análisis social.

A este proceso de apropiación y/o dominio social del espacio se lo denomina territorializa-

ción (Haesbaert 2013). En él se entraman muchas, y diferentes, territorialidades. Brevemente, 

la propuesta es que la territorialidad es una estrategia mediante la cual un determinado sujeto 

localiza, demarca, se apropia y controla algo de lo que hay en un área.14 La porción de la 

superficie terrestre delimitada es la dimensión material del territorio, pero no es el territorio. 

Así, un cambio importante en esta perspectiva respecto de desarrollos anteriores es que el 

territorio no es un soporte material, un objeto sobre el que se desarrollan los procesos, sino 

que es la sociedad, a través de sus relaciones, la que construye los territorios. Por cierto, lejos 

de reducirse a la matriz estatal, se vuelve evidente la posibilidad de la existencia de infinidad 

de territorios, superpuestos y de diferentes escalas que, por otra parte, pueden ser disconti-

nuos, fragmentados, móviles, organizados en forma de redes.

Buena parte de la literatura antropológica producida sobre dicho proceso puede ser leída 

haciendo foco en las maneras en que aquél se imbrica en la producción de sujetos colectivos. 

Los/as autores/as se detienen en el análisis de proyectos políticos y de vida con base en el 

territorio a través de abordar, no sólo las prácticas materiales que producen el espacio, sino 

también las representaciones que los sujetos hacen del mismo, o los significados que le otorgan 

desde su experiencia; y por último, las subjetividades que construyen en el marco de aquellos 

proyectos (Bello 2011; Gordillo 2004 y 2010; Pacheco de Oliveira 2010; Vivaldi 2010).15

14	 Entre quienes se alejan de su reducción a un comportamiento innato, instintivo o genéticamente determinado, 
Robert Sack (1983) considera la territorialidad como “el intento de un individuo o grupo orientado a influir, 
afectar o controlar objetos, personas y sus relaciones, a través de la delimitación y ejerciendo control sobre un 
área geográfica” (1983: 56). Por su parte, en Claude Raffestin (2011) la territorialidad tiene un sentido más 
amplio: refiere al conjunto de relaciones mantenidas con el territorio. De modo que una concepción extendida 
de la territorialidad la identifica con el control de recursos y el acceso a su uso (Vandergeest y Peluso 1995), a la 
manera de una estrategia definida por y a partir de relaciones sociales en general y de poder en particular. Al res-
pecto, a lo que consideramos debemos atender es, no sólo a la desigual posición ocupada por los sujetos sociales 
en esas relaciones, sino también y principalmente a que se trata de unos sujetos cuya existencia social está dada 
por su carácter de portadores de determinadas relaciones económicas.

15	 Por caso, Álvaro Bello (2011) sostiene, en su estudio del caso del territorio purhépecha de Michoacán, que el 
territorio es una realidad creada a partir de la apropiación y representación que las personas hacen del espacio. 
Refiere a las formas de su apropiación instrumental y simbólica, un proceso que se produce dentro de un marco 
histórico específico y a partir de las estructuras socioculturales en las que están inmersos los sujetos. La apropiación 
instrumental se manifiesta en el uso y control efectivo del territorio; tiene como soporte el medio físico; y de esa 
apropiación derivan significados que dan sentido a las prácticas espaciales de los sujetos. A su vez, la apropiación 
simbólica del espacio, expresada por ejemplo a través de las redes de parentesco, el sentido de pertenencia, el apego 
al territorio, o los proyectos etnopolíticos con base en el territorio, crean realidades objetivas para las personas, son 
guías para la acción, mundos de sentido común, constituidos a través de disposiciones y procesos de interiorización.
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EL CONCEPTO EN LOS CASOS CONCRETOS: DE LA 
VIDA SOCIAL A LA GRAMÁTICA LEGAL

Ahora bien, las pericias producidas por antropólogos/as de la academia argentina en el 

marco de distintas causas judiciales en las que se disputan los derechos territoriales de los 

pueblos indígenas, y aquéllas en cuya elaboración yo misma intervine, se orientan, de manera 

generalizada, a determinar si ciertos espacios son efectivamente territorios tradicionalmente 

ocupados por sus comunidades. Entonces, ¿cómo operativizar, en ellas, el concepto de terri-

torio? ¿Con qué criterios o sobre la base de qué apreciaciones?

Me interesa recuperar aquí dos antecedentes en ese sentido. El primero de ellos es la Carta 

de Ponta das Canas, un documento de trabajo elaborado en 2000 en el que antropólogos/as, 

reunidos a instancias de la Asociación Brasilera de Antropología (ABA), definieron los prin-

cipales parámetros teóricos, técnicos y éticos para la producción de pericias antropológicas. 

Allí, se establece la necesidad de establecer las bases teóricas que orientan su realización, y de 

explicar el contenido de las nociones antropológicas utilizadas. En cuanto a la delimitación de 

los territorios tradicionales, algunas de las recomendaciones son: identificar las percepciones 

del espacio, los usos y valores propios del grupo; describir las categorías jurídicas relacionadas 

con los derechos territoriales; promover una discusión con el grupo, para definir una posición 

clara sobre los límites de su territorio o sobre la imposibilidad de definir esos límites; justificar 

los límites del área identificada, documentando etnográficamente las razones que los sustentan; 

explicitar los conceptos internos del trabajo antropológico, en diálogo con el ámbito jurídico, que 

se relacionan con la aplicación del precepto constitucional de territorio tradicional (Leite 2005).16 

Más tarde, en 2015, la Asociación Brasilera de Antropología (ABA) elaboró el Protocolo 

de Brasilia, también referido a las condiciones para el ejercicio de un trabajo científico en 

el marco de las pericias antropológicas. En él se reafirma que los territorios a delimitar no 

deben ser condicionados por criterios de uso y ocupación distintos de los del propio grupo y 

que dichos criterios deben guiarse por la noción de tierra tradicionalmente ocupada, consi-

derando los procesos de expropiación y territorialización involucrados.17

16	 En Argentina, el Programa Nacional de Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas, que ejecuta el 
relevamiento técnico, jurídico y catastral de la situación dominial de las tierras ocupadas por las comunidades 
indígenas de manera actual, tradicional y pública –establecido por la Ley N° 26.160–, se hace eco de la definici-
ón multidimensional del territorio indígena. Establece, en concordancia con lo establecido en los instrumentos 
internacionales y con lo incorporado al plexo normativo argentino, que deben ser tenidas en cuenta, a la hora 
de esa definición, los múltiples aspectos que lo configuran en tanto espacio socializado y culturalizado: “Los 
territorios tradicionales constituyen una categoría que da cuenta de los espacios habitados por pueblos indígenas 
o una parte de éstos, que poseen por característica encontrarse delimitados por hitos geográficos reconocidos 
socialmente por una o más agrupaciones de una misma etnia o de otra distinta. Estos territorios son valorizados 
por los pueblos indígenas, al asignarles un contenido político, económico, social, cultural y religioso” (Instituto 
Nacional de Asuntos Indígenas, 2007: 26). Esto no quiere decir que esta noción de ocupación tradicional no sea, 
de todas formas, disputada por comunidades y organizaciones (Cañuqueo 2015; Guiñazú 2017).

17	 Aquí se entiende al proceso de territorialización en los términos formulados por João Pacheco de Oliveira (2010), 
como la intervención de la esfera política (el Estado-nación) que asocia un conjunto de individuos y grupos (étnica-
mente diferenciados) a límites geográficos bien delimitados, imponiendo formas de territorialidad ajenas a las propias.
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Si bien, como decía en la Presentación, en Argentina no hay un desarrollo colectivo equi-

parable al contenido en estos documentos, las pericias antropológicas solicitadas en el marco 

de procesos de lucha de comunidades y organizaciones indígenas también observan, en gran 

medida, lo allí expresado. En términos generales, se orientan a determinar si ciertos espacios 

son, en efecto, territorios tradicionalmente ocupados por ellas. Ciertamente, tras requerir 

la descripción de los procesos de formación de comunidad –o procesos de comunalización 

(Brow 1990)– del pueblo en cuestión,18 el foco se coloca en el carácter de la ocupación. 

Ahora bien, dice Sofía Tiscornia (2011) que, como antropólogos/as, lo que nos habilita 

para ser aceptados/as como interlocutores/as en el ámbito jurídico, “capaces de explicar otra 

versión de la misma historia”, es “la capacidad de re-narrar, de volver a representar el hecho 

[o conflicto] que nos ocupa en lenguaje etnográfico, y desplegar así la trama de relaciones no 

legales que le ha dado forma legal” (2011: 16). En este sentido, la reposición de los procesos 

históricos en los que se inscribe la génesis de los conflictos territoriales emergentes –con énfasis 

en el papel del Estado en ellos– se constituye en punto de partida ineludible y herramienta 

conceptual central para explicar cómo la expropiación del territorio, el desplazamiento 

violento y forzado, de personas y familias, y aun, las políticas de radicación y colonización 

implicaron una puesta en jaque del conjunto de prácticas y valoraciones que lo constituyen (al 

territorio), al verse condicionado el ejercicio de la capacidad social de decisión sobre dichas 

prácticas y valoraciones. 

En este sentido, la antropología conlleva la potencialidad de abordar la ocupación tradi-

cional del territorio, mediante la consideración de los condicionamientos dados por el pro-

ceso de territorialización estatal, pero también de los usos y las concepciones de los propios 

sujetos, sus formas de habitar y de pensar el territorio. Esto se traduce en el relevamiento 

de los lugares identificados como significativos, en términos de las relaciones sociales que se 

inscriben en el espacio: de residencia (viviendas), de recorrida o tránsito (senderos, caminos), 

de actividades de subsistencia (pastoreo, siembra, caza, pesca, recolección de frutos, leña, 

plantas medicinales, obtención de agua), de descanso o acampe (campamentos), ceremoniales, 

de reunión, de recreación, de la memoria (vestigios de poblaciones antiguas). En síntesis, con 

respecto a la determinación de un espacio particular como territorio de ocupación tradicional 

de una comunidad, el hincapié está en mostrar las maneras en que se trata de lugares vividos 

a través de tránsitos cotidianos, identificados y nombrados mediante mojones muchas veces 

asociados a elementos naturales pero reconocidos socialmente, con signos de ocupación re-

conocibles y también sin ellos, objeto de arreglos sociales respecto de su uso, y también de 

despojos, con lo que la ocupación no ha sido siempre la misma.

18	 No me adentro, en este trabajo, en la identificación de grupos étnicamente diferenciados como objeto de la labor 
pericial. Sin embargo, sí es importante señalar que, a la hora de dar cuenta de la recreación de tramas de relacio-
namiento o conexión (Carsten 2000), se trata de comprender no sólo aquéllas fundadas en términos genealógi-
cos, dados por la naturaleza o la biología y reconocidos como legítimos por la administración del Estado, sino 
también aquéllas otras, establecidas por experiencias sociales compartidas.
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Pero esta solicitud de determinar si ciertos espacios son efectivamente territorios tradi-

cionalmente ocupados por comunidades indígenas no está exenta de contener, en su formu-

lación, determinados equívocos. Uno de ellos refiere al establecimiento de la dimensión de su 

extensión, sobre la base de criterios de carácter productivo. Así, los puntos enumerados en la 

primera de las pericias que me fuera solicitada requerían describir la práctica productiva tra-

dicional del pueblo mapuche, explicar su evolución en los últimos años y establecer la máxima 

productividad del territorio ocupado según la práctica tradicional mapuche; determinando 

cuánta superficie adicional de tierras aptas y suficientes para el desarrollo humano –tal como 

regula la Constitución Nacional argentina– sería necesario otorgar a las comunidades para 

mantener su práctica tradicional y así dar sostén a las familias integrantes de las mismas.

En un texto pionero de mediados de los años 1990, João Pacheco de Oliveira (1994), al pre-

guntarse por los instrumentos de que dispone un/a antropólogo/a para la definición de un terri-

torio indígena, identifica como un obstáculo para esa tarea la naturaleza del territorio indígena; 

o más bien, las interpretaciones que se construyen sobre dicha naturaleza. Menciona, además 

de las concepciones que piensan el territorio indígena como el lugar de donde sería originario 

un pueblo indígena, o sobre el que ejercería una posesión inmemorial,19 aquellas otras que ima-

ginan ese territorio según el modelo de tierra como factor de producción. La cuestión relevante 

sería, entonces, dimensionar la extensión de esa tierra, entendida como necesaria para atender 

las necesidades económicas de un grupo dado, sobre la base de la cantidad de la población y las 

exigencias de la producción. Dice el autor que ese cálculo, así hecho, deja de lado aspectos de la 

reproducción social de un colectivo que no se reducen al dominio de lo económico: las demandas 

territoriales de un pueblo indígena no pueden ser fijadas según un modelo de productores rurales 

independientes, sin considerar la relación simbólica con un territorio dado.

Entonces, cuando los puntos de pericia requerían la determinación de la extensión del 

territorio de ocupación tradicional, o bien el cálculo de la superficie adicional de tierras aptas 

y suficientes necesaria para que las comunidades sostengan, a la vez, la práctica productiva 

tradicional y a las familias que las componen, se trató de no enmarcar la pericia dentro de 

la figura de pequeño productor de mercancías agrarias en demanda de tierra para su sub-

sistencia. Por el contrario, fue menester poner el acento en la demanda territorial indígena. 

Al hacerlo, fue necesario tener en cuenta que las prácticas productivas tradicionales, por su 

19	 Según Pacheco de Oliveira, lejos de ser inmutables, las áreas indígenas están siempre en permanente revisión. 
Esto es así producto de la propia naturaleza del proceso de territorialización de un pueblo indígena dentro del 
marco institucional dado por el Estado nacional. Así, lo que un colectivo considera su territorio no es un espacio 
con límites fijados de manera rígida, que es inmanente, sino que muta según las coyunturas, los intereses; con lo 
que el territorio ocupado por un pueblo indígena hace centenas o décadas de años atrás –en caso de poder estab-
lecerse– puede no ser necesariamente el territorio reivindicado en la actualidad. En relación con las características 
y alcances tal como son definidos en la jurisprudencia internacional, Salgado y Gomiz (2010) notan que no debe 
confundirse ocupación tradicional con ocupación ancestral o inmemorial, siendo la primera independiente de 
la última. Así, los derechos se aplican también a tierras ocupadas de manera actual, independientemente de la 
posesión u ocupación inmemorial. Por otro lado, la ancestralidad remite más a la continuidad histórica de un 
grupo que ha mantenido una identidad que a la permanencia durante una determinada cantidad de tiempo en un 
territorio (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2001).
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parte, no se agotan en la producción económica llevada adelante –por ejemplo, en la cría de 

ganado menor de manera extensiva–, sino que refieren también a la misma producción (y 

reproducción) de vínculos sociales específicos. 

Si lo productivo requiere de tal argumentación, el carácter tradicional de las prácticas 

productivas constituye otro punto a aclarar. El riesgo está en que se identifique ese carácter 

con prácticas ancladas en el pasado, estables, inmutables en el tiempo. En cambio, siguiendo 

con el ejemplo anterior, la constitución de la cría de unas pocas cabezas de ganado lanar o 

caprino en una práctica económica dominante es producto de la expropiación de las con-

diciones materiales de existencia, del consecuente abandono forzoso de anteriores formas 

de vida y del posterior reasentamiento, también forzoso, en tierras marginales, de reducido 

tamaño, escasa productividad y difícil acceso, de los que fue objeto el pueblo mapuche. No 

constituye, así, una práctica productiva tradicional per se: lo es en la medida en que se inscribe 

en la memoria social de este pueblo, y en que se ha vuelto central en la configuración de una 

trayectoria social y laboral particular. Además, su constitución en una práctica generaliza-

da es, en el caso de la ganadería extensiva, una consecuencia del proceso expropiatorio. En 

todo caso, las prácticas productivas tradicionales consistirían en la posibilidad de sostener 

la autonomía y el control territorial en el desarrollo de la producción social de la vida en 

contextos históricos cambiantes –una autonomía y un control obstaculizados por la falta de 

reconocimiento territorial, en tanto pueblo mapuche, por parte del Estado provincial, que 

las comunidades involucradas en la demanda denuncian–.

Otro de los equívocos posibles que encierra la respuesta a la solicitud de determinar si ciertos 

espacios son efectivamente territorios ocupados de manera tradicional por comunidades indígenas 

–relacionado con las interpretaciones de la naturaleza del territorio indígena revisadas críticamente 

por Pacheco de Oliveira– consiste en la prescripción de la necesidad de continuidad en la ocupa-

ción de un mismo espacio geográfico por un grupo de personas con vínculos consanguíneos. Esta 

posibilidad subyacía cuando, a la hora del requerimiento en relación con el uso y la ocupación 

tradicional, realizados por una de las comunidades involucradas en la mencionada demanda, de 

las tierras altas en las que pasta el ganado en la época estival, los puntos de la segunda pericia 

solicitada comprendían, entre otros, explicar los procesos históricos y antrópicos de agrupación 

del pueblo mapuche en la zona, en particular, con respecto a aquel uso y aquella ocupación. 

A la par de sostener los argumentos construidos en el anterior informe pericial, el hincapié 

aquí estuvo puesto en que, si bien la ocupación tradicional de esas tierras por parte del pue-

blo mapuche es, en mucho, anterior a la conformación de una comunidad particular bajo su 

forma actual (considerada ésta última como expresión emergente del proceso de organización 

de ese pueblo en la zona), efectivamente esa comunidad las ocupa de manera tradicional. Pero 

la apelación (así contestada) a la ancestralidad y continuidad en la ocupación de un mismo 

espacio geográfico, por un mismo grupo de personas ligadas de manera consanguínea, que 

desarrollan un mismo conjunto de prácticas, no sólo denotaría temporalidad en la presencia. 
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También indicaría, en vínculo con los usos desplegados en el territorio –unos especialmente 

visibles, con marcas en el espacio–, unidad o integralidad de este último. Se trata, en ambos 

casos, de criterios que acaban por ajustarse a los parámetros establecidos como producto del 

referido proceso de territorialización de los pueblos por el Estado, obliterando los despojos. Se 

trata, asimismo, de criterios que terminan por ser ajenos a los sentidos de ocupación tradicional.

A MODO DE CIERRE

Como campo profesional para el desempeño de la disciplina antropológica, el peritaje está 

ligado a la disputa (y eventual reconocimiento) de derechos en el marco de la administración de 

conflictos. En este trabajo me interesó pensar en los alcances y las potencialidades de la antropo-

logía en relación con el ejercicio profesional en el ámbito legal. En este sentido, es generalizada la 

definición de la labor pericial como un oficio de traducción, en tanto hace inteligible y plausible 

otros mundos de sentido, otras estructuras de significación con el objeto de orientar el criterio de 

los/as juzgadores/as y suministrarles argumentos para la formación de su convencimiento en las 

materias propias de la disciplina (Sánchez Botero 2010). Pero, aun convenida esa definición, no 

constituye una simple actuación científica y técnica. Además de ello, el peritaje discute el derecho. 

Dice Laura Valladares de la Cruz (2012) que “la estrategia de poder que el peritaje contrapone 

es, metodológicamente, la posibilidad de cuestionar, desde otro saber, a ese conocimiento hege-

mónico que busca imponerse, por desconocimiento o por desprecio y subvaloración del otro” 

(2012: 12). El peritaje tiene, entonces, repercusiones políticas y, más aún, puede constituirse en 

una apuesta política para avanzar en la defensa o en el reconocimiento de derechos, en una for-

ma de activismo, en un contexto latinoamericano definido por la judicialización de la política.

Pero esa actuación y esa apuesta encierran una serie de dilemas epistemológicos, éticos y 

políticos que enfrentamos como peritos/as. Son los que despliega Laura Saavedra Hernández 

(2018) a la hora de reflexionar sobre la elaboración de una pericia antropológica con pers-

pectiva de género, en relación con las costumbres de las comunidades indígenas en México 

referidas a la tenencia y uso de la tierra, en contextos de violencias contra las mujeres –pericia 

que, de alguna manera, contribuiría a cuestionar aquellas costumbres–. O también, Stuart 

Kirsch (2018) al momento de discurrir sobre la realización de dos informes periciales para 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculados a los derechos a la tierra de los 

pueblos indígenas en Surinam y Guyana –impugnados por ambos Estados, sobre la base de 

aducir que los demandantes no reunían las características necesarias para ser considerados 

indígenas–. En particular, ¿cómo construir (y conciliarse con) las definiciones requeridas para 

acceder a derechos sin afirmar esencialismos? En nuestro caso, ¿cómo entender y explicar el 

territorio, uno que sea susceptible de ser reconocido en el marco de los derechos territoriales 

indígenas, sin esencializar prácticas y sujetos? Si el carácter tradicional es demandado –por 

los procedimientos administrativos y jurídicos instituidos por el Estado, pero también por 

requerimientos de la academia y reivindicaciones de los sujetos sociales más directamente 
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implicados– como argumento para sostener la ocupación (material y simbólica) de un territo-

rio, un primer paso parece ser reconocer que, en esa definición, se ponen en juego categorías 

analíticas producidas por la antropología, categorías nativas y categorías jurídicas, en una 

forma que no es simétrica sino que refuerza lógicas jerárquicas (Mura 2015). Luego, situar-

las, a ellas y a las prácticas que refieren, en la trama de las relaciones sociales más amplias.20

Situar el conocimiento contenido en la pericia antropológica implica ubicarlo en una serie 

de contextos: el contexto del conflicto y su administración; el contexto de los derechos y su 

ejercicio; el contexto del conocimiento antropológico y de la ética profesional; el contexto de 

las formas de producir la vida social y de los procesos de lucha por el territorio; el contexto 

del peritaje mismo y de los ámbitos discursivos más abarcadores, que delimitan lo que puede 

decirse o no en el campo de la justicia. Es a partir de esta contextualización que se abre la 

posibilidad de revisar los criterios de verdad construidos en torno de los conceptos implicados 

en el ejercicio de la antropología en el marco de pericias como medio de prueba en procesos 

jurídicos. Si bien esos criterios pueden ser distintos para las tres verdades entramadas de manera 

jerárquica (y conflictiva) en una situación de pericia –en tanto sus entendimientos son diferentes, 

y la naturaleza de los datos que producen también (Mura 2015)–, y si bien las razones jurídicas, 

antropológicas y sociales pueden no admitir superposiciones exactas –de lo que resultarían 

problemas de legibilidad (Briones 2018)–, la lectura de unos y otras no puede sino anclarse en 

el ya mencionado proceso de judicialización, y en sus implicancias en relación con la norma-

tivización de la acción política de los sujetos sociales y del conocimiento científico y técnico.
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